Radicación: 66001-31-09-006-2019-00114-01

Accionante: Carolina Guerrero Londoño 

Accionado: PARISS

Decisión: Revoca y tutela petición

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN Y ALCANCES / REQUISITOS PARA GARANTIZAR EL DERECHO / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA OBTENER LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA QUE CONTIENE OBLIGACIONES DE DAR.
El artículo 23 de nuestra Constitución Política la cual establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, y debe cumplir con los siguientes requisitos: “1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.” (…)
En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, se parte de un hecho cierto, y es que en efecto, para poder obtener la ejecución de una sentencia que contiene obligaciones de dar, la acción de tutela no resulta ser el mecanismo judicial idóneo, especialmente por el perentorio término con que se cuenta para hacer análisis de índole legal y reglamentaria y no iusfundamental, por lo que no puede la Judicatura conceder el amparo en ese sentido, porque se insiste, que escapa de la órbita de acción de los jueces constitucionales, en especial en casos como el presente en que no se encuentra acreditado el perjuicio irremediable…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, diecinueve (19) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)

Hora: 3:10 p.m.
Aprobado mediante Acta No. 1147 
	Radicación:
	66001-31-09-006-2019-00114-01

	Accionante:   
	Carolina Guerrero Londoño (por medio de apoderado) 

	Accionado:
	PARISS

	Procedencia:
	Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación presentada por la señora CAROLINA GUERRERO LONDOÑO, por intermedio de apoderado, en contra del fallo de tutela proferido el 7 de noviembre de 2019 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por la recurrente en contra del PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL ISS –PAR ISS-.
ANTECEDENTES:
1. En virtud de una sentencia ordinaria laboral, el 31 de julio de 2017, se libró mandamiento de pago en contra del PAR ISS y la Fiduagraria S.A. por parte del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira. 

2. En esa ocasión el PAR ISS no realizó ningún tipo de actuación tendiente al cumplimiento de la sentencia. 

3. Más adelante, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, mediante decisión del 12 de diciembre de 2018, acogió la línea jurisprudencial trazada por el órgano de cierre laboral en sede de tutela, en el sentido de declarar la improcedencia de la ejecución judicial, a partir del momento en que dicha entidad entró en liquidación, en otras palabras, suprimió la competencia de los Jueces Laborales para conocer los procesos ejecutivos a continuación del proceso ordinario, respecto de las sentencias en contra del PAR I.S.S. y el Ministerio de Salud.
7. Acorde con lo anterior, la accionante no cuenta con ningún mecanismo judicial para materializar el pago de la sentencia de marras, dado que mediante auto del 21 de marzo de 2019 el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira resolvió declarar la nulidad de todo lo actuado desde el auto que libró mandamiento de pago por falta de competencia para adelantar ejecuciones laborales contra el PAR ISS. 
8. Así las cosas, la accionante presentó cuenta de cobro ante el PAR ISS el 17 de mayo de 2019, y cuenta de cobro al Ministerio de Salud, a lo que este último contestó mediante oficio del 7 de junio su imposibilidad de dar cumplimiento a la sentencia por falta de competencia, aludiendo que la misma recaía en cabeza del PAR ISS; sin embargo, éste por su parte acusó el recibido de la reclamación y adujo que lo incorporaría a una carpeta para realizar el estudio correspondiente.

9. Para el accionante, las respuestas suministradas por las accionadas no resuelven de fondo su petición, además resaltó que le parece desgastante que las sentencias proferidas en procesos ordinarios, que prestarían mérito ejecutivo y son inmodificables, sean desechadas por el PAR ISS y el MINISTERIO DE SALUD, “convirtiéndolas en letra muerta”. 
PRETENSIONES:
De acuerdo con los hechos narrados en precedencia, el accionante formuló las siguientes pretensiones:
1. “En virtud de la vulneración del derecho fundamental de PETICIÓN, DE LA VIDA DIGNA y DE LA SEGURIDAD SOCIAL, invoco su amparo para que mediante sentencia se le ordene a las entidades accionadas a través de sus representantes legales, o por quien como tal hagan sus veces, que dentro del término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS, se pronuncie de manera CLARA, PRECISA Y DE FONDO, respecto del cumplimiento efectivo de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso radicado al número 66-001-31-05-002-2014-00325-00, modificada parcialmente y confirmada por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira en sentencia del veintisiete (27) de octubre de dos mil dieciséis (2016), ambas debidamente ejecutoriadas y en virtud de la cual se condena a esa entidad a reconocer, a pagar a favor de mi representada las prestaciones sociales y acreencias laborales a las que tiene derecho por la prestación personal de servicios a su favor; asimismo, las costas procesales debidamente fijadas, liquidadas y aprobadas.”
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación el día 25 de octubre de 2019 en contra del PAR ISS y el Ministerio de Salud, a quienes ordenó la respectiva notificación y traslado para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
Dentro del término de traslado el PAR ISS presentó un escrito en el cual explicó que esa entidad no tiene interés en incumplir órdenes judiciales, aunque aclaró que no son sucesores procesales o subrogatarios del ISS. Por otro lado, añadió que la accionante no acreditó la presencia de algún perjuicio irremediable que haga viable el amparo en sede de tutela. Finalmente pidió que se declare la carencia de objeto por hecho superado, dado que esa entidad resolvió de fondo los planteamientos del accionante, cosa diferente es que no esté de acuerdo con la respuesta entregada. 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento profirió sentencia en las calendas del 7 de noviembre de 2019, en la cual declaró la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional invocada, en primer lugar por considerar que el PAR ISS le dio una respuesta de fondo al accionante con respecto a su reclamación; y en segundo, porque para la pretensión encaminada al cumplimiento de la sentencia no se cumplía el requisito de subsidiariedad y en especial porque no se acreditó la presencia de algún perjuicio irremediable.   
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Inconforme con lo decidido en la sentencia de primera instancia, el accionante presentó dentro del término de ley un escrito mediante el cual la impugnó. Señaló que el Ad Quem se encontraba ante el deber de dilucidar si por parte de las encartadas se le brindó una respuesta clara, precisa y de fondo con respecto a su petición; si el no cumplimiento de las accionadas respecto de una sentencia ordinaria pone en riesgo los derechos de su mandante; si el Ministerio de Salud puede declararse incompetente para resolver su petición; si existe algún otro medio judicial que le permita a su mandante la efectividad de los derechos contenidos en la sentencia.   
En sentir del accionante, la decisión adoptada por el A Quo no tiene sentido jurídico, porque el PAR ISS no contestó de manera clara y precisa cuándo va a hacer el pago de la sentencia judicial, mientras que el Ministerio de Salud simplemente se limita a declarar su falta de competencia para resolver lo pedido. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico a resolver: 

Le corresponde a la Sala determinar si en los memoriales de respuesta entregados por parte del PAR ISS y el Ministerio de Salud a la parte accionante, en relación con una cuenta de cobro derivada de una sentencia judicial, se cumplió con los presupuestos que permiten deducir la efectividad del derecho de petición.
3. Solución: 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Sobre el derecho fundamental de petición:

El artículo 23 de nuestra Constitución Política la cual establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, y debe cumplir con los siguientes requisitos: “1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”

Caso concreto: 

En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, se parte de un hecho cierto, y es que en efecto, para poder obtener la ejecución de una sentencia que contiene obligaciones de dar, la acción de tutela no resulta ser el mecanismo judicial idóneo, especialmente por el perentorio término con que se cuenta para hacer análisis de índole legal y reglamentaria y no iusfundamental, por lo que no puede la Judicatura conceder el amparo en ese sentido, porque se insiste, que escapa de la órbita de acción de los jueces constitucionales, en especial en casos como el presente en que no se encuentra acreditado el perjuicio irremediable; sin embargo, en lo que tiene que ver con el derecho fundamental de petición, en que prácticamente está cimentada la impugnación presentada, debe decir la Colegiatura que la decisión del fallador fue parcialmente acertada, en el sentido en que el PAR ISS ya le dio una respuesta de fondo, clara y congruente al accionante en la que le informó por qué no es posible acceder a sus pretensiones. A pesar de ello, no se puede desconocer que mediante auto
 del 21 de marzo de 2019, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira resolvió “ORDENAR la remisión del expediente original contentivo de esta ejecución a MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, en los términos contenidos en el Decreto 541 de 2016, modificado posteriormente por el Decreto 1051 del mismo año, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia”.   

De igual manera, está claro que el artículo 1º del Decreto 541 de 2016, modificado por el Decreto 1051 de 2016 reza: 

“De la competencia para el pago de las sentencias derivadas de obligaciones contractuales y extracontractuales. Será competencia del Ministerio de Salud y Protección Social asumir el pago de las sentencias judiciales derivadas de las obligaciones contractuales y extracontractuales a cargo del Instituto de Seguros Sociales Liquidado.”
De allí que le asista razón al recurrente al argumentar que el Ministerio de Salud y Protección Social lo único que hizo fue incurrir en evasivas con respecto a su solicitud, porque lo cierto del caso es que en esa entidad reposa el expediente contentivo de las obligaciones que se le adeudan a la señora Carolina Guerrero Londoño, no sólo porque así lo ordena la legislación vigente, sino porque el mismo fue remitido por parte del Juzgado Laboral, tal y como viene de verse, de tal suerte que  no puede limitarse a trarladar por competencia una petición al PAR ISS sin explicar por lo menos las razones de hecho y de derecho de su proceder. 

Así las cosas, se itera, en el presente caso han pasado algo más de 6 meses desde que se interpusiera la petición ante el Ministerio de Salud sin que se le haya entregado al accionante una respuesta real y efectiva, circunstancia que a la luz de lo expuesto hasta ahora resulta suficiente para determinar que al apoderado de la señora Carolina Guerrero Londoño le asiste razón en cuanto afirma que la demandada ha vulnerado su derecho fundamental de petición, por cuanto hasta ahora su solicitud no ha sido resuelta por parte del Ministerio de Salud, ni siquiera en el sentido de informarle de manera clara y en derecho las razones por las cuáles no se ha procedido a cumplir la referida decisión laboral.

Atendiendo el panorama en que nos encontramos entonces, la Colegiatura anuncia que confirmará la decisión revisada únicamente en lo que tiene que ver con la declaratoria de improcedencia de la acción de tutela para ordenar la ejecución de la sentencia ordinaria laboral, por cuanto lo dicho por el Juez de primer nivel en ese sentido fue acertado al determinar que no es esta acción un mecanismo alternativo al que contempla la ley para dirimir ese tipo de controversias que requieren un estudio probatorio, que tampoco resulta viable en el perentorio término de resolución de una acción de tutela, pues con ello se estaría desconociendo el principio de subsidiariedad que caracteriza este tipo de acción, y que sólo se puede evadir cuando se encuentre ostensiblemente demostrado que ante la no intervención del juez constitucional, quien la invoca se vería enfrentado a un perjuicio irremediable; sin embargo, se revocará el numeral primero de la sentencia, para en su lugar conceder la solicitud de amparo reclamada respecto del derecho de petición, acorde con lo cual se le habrá de ordenar al Ministerio de Salud y Protección Social que en el término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, resuelva de manera clara, precisa, congruente y de fondo la petición elevada por el accionante desde el 17 de mayo de 2019. 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE LA DECISIÓN REVISADA, en el sentido de declarar la improcedencia de la acción de tutela para el reconocimiento y pago de unas acreencias laborales a modo de ejecución de una sentencia.  
SEGUNDO: REVOCAR EL NUMERAL PRIMERO del fallo de tutela, para en su lugar TUTELAR el derecho fundamental de petición de la señora CAROLINA GUERRERO LONDOÑO.

TERCERO: ORDENAR al MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL que en el término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, resuelva de manera clara, precisa, congruente y de fondo la petición elevada por el accionante desde el 17 de mayo de 2019

CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sentencia T-377 de 2000.


� Ver folio 43 y siguientes. 
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